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mentos jurídicos, no puede ser considerado hijo de padre o madre origi-
nariamente españoles.

5. El 15 de agosto de 2005 el Sr. Encargado del Registro Civil Consu-
lar, visto el informe del Ministerio Fiscal, confirma la resolución apelada, 
ordenando la remisión del expediente a la Dirección General de los Regis-
tros y del Notariado.

Fundamentos de Derecho

I. Vistos los artículos 17, 18, 19 y 22 del Código civil (Cc) en su redac-
ción originaria y 20 en su redacción actual; 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil, y las 
Resoluciones de 12-2.ª y 23-3.ª de febrero, 23 de abril, 12-9.ª de septiembre 
y 5-2.ª de diciembre de 2001; 21-5.ª de enero, 5 de mayo y 6-3.ª de noviem-
bre de 2003; 4-5.ª, 10-3.ª de febrero y 18-5.ª de noviembre de 2004; y 25-1.ª 
de abril de 2005.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro 
Civil Consular como español al nacido en V. en 1953, alegando ser hijo de 
padre originariamente español y nacido en E., en virtud del previo ejerci-
cio de la opción prevista por el artículo 20 n.º1, b) del Código civil, en su 
redacción dada por Ley 36/2002, de 8 de octubre.

III. Esta pretensión no puede ser estimada. Se alcanza esta conclusión 
tras examinar la posible transmisión de la nacionalidad española y compro-
bar que no concurren los requisitos exigidos por el artículo 20.1, b) Cc –
redacción actual-, en el que el interesado basa su pretensión. Señala el citado 
apartado que tienen derecho a optar por la nacionalidad española, aquellos 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español y nacido en E. De 
ahí que, para resolver la cuestión planteada, deba examinarse si en el padre o 
la madre del interesado concurrían estos requisitos y para ello hay que 
remontarse en este caso a la generación anterior, es decir, a la de los abuelos 
paternos y maternos, y comprobar si estos pudieron o no transmitir la nacio-
nalidad española a sus hijos respectivos. Las abuelas paterna y materna del 
promotor eran españolas nacidas en E. y contrajeron matrimonio con sendos 
extranjeros. El Código Civil en su redacción originaria (cfr. art 22) establecía 
que la mujer casada con extranjero seguía la condición y nacionalidad de su 
marido. Según esto la abuela paterna adquirió la nacionalidad venezolana y la 
materna la inglesa, de manera que cuando nacen sus hijos –padre y madre del 
promotor-no pudieron adquirir la nacionalidad española que sus padres no 
poseían y, por tanto no podían transmitírsela «iure sanguinis». No consta que 
las abuelas, si llegó a darse el caso, hubiesen recuperado tras la disolución de 
sus respectivos matrimonios la nacionalidad española, como era posible al 
amparo del citado artículo 22 Cc. Es cierto que sus hijos nacieron en E. en 
1927, año en el que conforme al Código Civil eran españoles los nacidos en 
territorio español (cfr. art. 17 Cc, redacción originaria), pero para ello se 
requería que los padres hubiesen optado a favor de sus hijos por la nacionali-
dad española renunciando a toda otra (cfr. art. 18 Cc, redacción originaria) o 
que el propio interesado hubiese manifestado su voluntad de ser español 
dentro del año siguiente a su mayoría de edad o emancipación (cfr. art. 19 Cc 
redacción originaria) y no consta que esto se produjese. Por ello debe con-
cluirse que no queda acreditada en el expediente la nacionalidad española 
originaria de los padres del promotor, sin que altere lo dicho las circunstan-
cias de que tuviesen documentación española o que la madre hubiese recupe-
rado en 2003 esta nacionalidad.

IV. Queda a salvo la posibilidad de que el interesado, si concurren los 
preceptivos requisitos legales, pueda solicitar dicha nacionalidad por la 
residencia reducida de un año, conforme a lo dispuesto por el artículo 22 
n.º 2, f) del Código civil, en su redacción dada por Ley 36/2002, de 8 de 
octubre. Pero para ello se deberá tramitar previamente el oportuno expe-
diente conforme a las previsiones de los artículos 220 a 224 del Regla-
mento del Registro Civil.

Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 10 de febrero de 2006.–La Directora general, Pilar Blanco-
Morales Limones. 

 7630 RESOLUCIÓN de 10 de febrero de 2006, de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, en recurso inter-
puesto contra auto dictado por Juez Encargado de Regis-
tro Civil, en expediente sobre declaración con valor de 
simple presunción de la nacionalidad española.

En el expediente sobre declaración con valor de simple presunción de 
la nacionalidad española, remitido a este Centro en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la promotora contra auto del Juez Encargado del 
Registro Civil de C.

Hechos

1. Mediante comparecencia en el Registro Civil de C. el 17 de 
noviembre de 2003, Dña. F., de nacionalidad marroquí y domiciliada en C., 
solicitó la declaración de la nacionalidad española, con valor de simple 
presunción, de su hijo M., nacido en C. el 6 de abril de 2003, ya que su país 
no les atribuye la nacionalidad marroquí a los hijos de marroquí nacidos 
fuera de dicho país. Aportaba como documentos probatorios de la preten-
sión: volante de empadronamiento e inscripción de nacimiento del menor 
interesado, en la que consta como padre Don A., de nacionalidad marro-
quí, figurando ambos padres solteros; certificado del Viceconsulado del 
R. en V., de que el menor no figura inscrito en el Registro de nacimientos 
de ese Viceconsulado, y de que es considerado marroquí por filiación todo 
niño nacido de padre marroquí, nacido de un matrimonio legal según los 
ritos islámicos, y de madre marroquí y padre desconocido; tarjeta de resi-
dencia, y volante de empadronamiento de la promotora.

2. Ratificada la promotora, manifestó que el padre del niño se encuen-
tra en prisión, por lo cual no puede firmar la solicitud ni ratificarse. El 
Ministerio Fiscal informó que se oponía a la solicitud, ya que según el cono-
cimiento adquirido de la legislación marroquí, los hijos de padre marroquí 
así como los hijos de madre marroquí y padre desconocida tienen la nacio-
nalidad marroquí. El Juez Encargado del Registro Civil dictó auto con fecha 
10 de enero de 2004, denegando la solicitud de declaración de la nacionali-
dad de la menor, ya que según resolución de la Dirección general de los 
Registros y del Notariado de 27 de marzo de 2001, cuando el padre es 
marroquí, corresponde al hijo la misma nacionalidad.

3. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a la promotora, ésta, 
representada por letrado, interpuso recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, solicitando que se declarase la nacionalidad 
española con valor de simple presunción del menor, alegando que la reso-
lución de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 16 de 
enero de 2002 establece que es necesario para la atribución de la naciona-
lidad marroquí por filiación paterna no matrimonial, que la determinación 
de la filiación sea válida para el ordenamiento marroquí, careciendo la 
determinación de la filiación paterna de acuerdo con las leyes españolas 
de eficacia en M.

5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, 
que interesó la confirmación de la resolución recurrida conforme a su 
anterior dictamen. El Juez Encargado del Registro Civil remitió el expe-
diente a la Dirección General de los Registros y del Notariado.

Fundamentos de Derecho

I. Vistos los artículos 12 y 17 del Código civil; 96 de la Ley del Regis-
tro Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil, y las Resoluciones 
de 10-1.ª de Septiembre de 1994, 7 de Diciembre de 1995, 24 de Enero de 
1996, 18-3.ª de enero, 30 de abril y 9 de septiembre de 1997 y 11-2.ª de 
mayo y 27 de octubre de 1998, 1-1.ª y 15-5.ª de febrero de 1999, 11-2.ª de 
febrero, 24-1.ª de abril, 31-4.ª de mayo, 12-1.ª, 15-1.ª y 22-2.ª de septiembre, 
17-3.ª y 28 de octubre, 18-1.ª y 27 de diciembre de 2000 y 27-2.ª de marzo y 
5-1.ª y 11 de abril y 5-1.ª de mayo de 2001, 5-4.ª de febrero de 2002, 10-2.ª 
de mayo y 23-2.ª de octubre de 2003, 26-1.ª y 26-4.ª de enero de 2004 y 26-3.ª 
de enero y 31-7.ª de octubre de 2005.

II. Se pretende por este expediente que se declare con valor de sim-
ple presunción (cfr. art. 96-2.º L.R.C.) que tiene la nacionalidad española 
de origen un niño nacido en E. en 2003, inscrito en el Registro Civil espa-
ñol como hijo no matrimonial de padres marroquíes.

III. Esta pretensión se basa en la forma de atribución «iure soli» de la 
nacionalidad española establecida en el artículo 17-1-c del Código civil 
para los nacidos en E. de padres extranjeros, si la legislación de ninguno 
de ellos atribuye al hijo una nacionalidad.

IV. Es necesario, pues, determinar el contenido y alcance de la legis-
lación marroquí en orden a la atribución de esta nacionalidad a los naci-
dos en el extranjero de padres marroquíes (cfr. art. 12 n.º 6 C.c.), lo que 
presupone la siempre compleja tarea previa de valorar la prueba del Dere-
cho extranjero aplicable y de interpretar sus mandatos. Es esta compleji-
dad, que explica alguno de los matices y variaciones que la doctrina de 
este Centro Directivo ha experimentado en la materia, junto con la conve-
niencia de reexaminar el tema a la luz de las modificaciones introducidas 
en el Código de Familia de M. (Mudawana) en virtud del Dahir n.º1.04.22, 
de 3 de febrero de 2004, que promulga la Ley n.º 70.03, y que entró en vigor 
el 5 de febrero de 2004, dada la trascendencia que para el régimen de 
transmisión de la nacionalidad marroquí por vía de «ius sanguinis» pre-
senta la cuestión previa de la determinación de la filiación paterna del 
hijo, lo que aconseja su revisión sistemática y general.

V. Este Centro Directivo había mantenido hasta su Resolución de 27 
de octubre de 1998 que el artículo 17-1-c del Código civil no era aplicable 
a los hijos de padre marroquí, porque por aplicación de la ley marroquí, 
los hijos de padre marroquí ostentaban «de iure» la nacionalidad marro-
quí por nacimiento, siendo indiferente el dato del carácter matrimonial o 
no de tal filiación a la hora de valorar la adquisición, o falta de adquisi-
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ción, de la nacionalidad española «iure soli». Esta doctrina estaba basada 
en el conocimiento entonces adquirido de la legislación marroquí en la 
materia, y en concreto en el artículo 6 del Dahir n.º250-58-1 de 6 de sep-
tiembre de 1958, relativo al Código de nacionalidad marroquí, el cual 
establece que tiene la nacionalidad marroquí de origen por filiación: «1.º 
el niño nacido de un padre marroquí; y 2.º el niño nacido de una madre 
marroquí y de un padre desconocido», y ello sin exigencias adicionales 
relativas al lugar de nacimiento y, por tanto, también en el caso de que el 
mismo tenga lugar en el extranjero. Tampoco condiciona el precepto 
mencionado la atribución de la nacionalidad marroquí originaria a que el 
nacimiento del niño haya tenido lugar dentro de un matrimonio, lo que 
había permitido a esta Dirección General extraer la consecuencia de que 
dicha nacionalidad se transmitía al hijo con independencia del tipo de 
filiación y del estado civil del padre.

VI. La doctrina anterior sufre una primera inflexión con la Resolu-
ción de 15-5.ª de febrero de 1999, en la que el Centro Directivo a la vista de 
la prueba del Derecho extranjero aportada por los promotores junto a su 
escrito de recurso, alcanza una conclusión distinta de la hasta entonces 
mantenida. Con arreglo a la citada prueba de la legislación marroquí, el 
hijo nacido en el extranjero de ciudadanos marroquíes, únicamente puede 
ser considerado de esta nacionalidad si ha nacido dentro de un matrimo-
nio que sea válido conforme a la legislación marroquí. Por lo tanto, el 
matrimonio contraído en el extranjero debe hacerse con arreglo a las 
normas que correspondan según el estatuto personal del contrayente 
marroquí. En consecuencia los hijos nacidos de una relación no matrimo-
nial o ilegítima no pueden ser considerados marroquíes, conclusión que 
se extendía al matrimonio civil celebrado en E., matrimonio que, se afir-
maba, carece de validez según la legislación personal del padre y por 
tanto, y de acuerdo con la misma, los hijos habidos de tal matrimonio no 
pueden ser considerados como marroquíes, dando con ello lugar a la esti-
mación del recurso. La prueba invocada en el recurso que dio lugar a la 
citada Resolución de 15-5.ª de febrero de 1999 viene a coincidir con el 
contenido del certificado expedido por el Consulado General de M., apor-
tado al presente expediente, conforme al cual según el Código de la nacio-
nalidad de este país, «se considera marroquí todo sujeto nacido de padre 
marroquí, sea cual sea la nacionalidad de la madre y el lugar de naci-
miento, dentro de un matrimonio conforme a la legislación vigente en M.».

La tesis paralela a la anterior de que es necesario para la atribución de 
la nacionalidad marroquí por filiación paterna no matrimonial que esta 
determinación de la filiación no matrimonial sea válida para el Ordena-
miento marroquí, en combinación con la no aplicación por el Derecho 
marroquí en esta materia de la regla «locus regit actum», dando lugar a 
que la determinación de la filiación paterna de acuerdo con las leyes espa-
ñolas carece de eficacia en M., fue acogida por esta Dirección General, en 
línea con la Resolución anterior, como causa impeditiva de la adquisición 
por nacimiento «iure sanguinis» de la nacionalidad marroquí del padre a 
pesar de mediar un reconocimiento formalizado conforme al Derecho 
español (cfr. Resolución de 16-1.ª de enero de 20021). Además, el hecho 
de que el padre fuese conocido, a pesar de no entenderse establecido 
legalmente para el Derecho marroquí el vínculo de la filiación, suponía 
excluir la nacionalidad marroquí del nacido por vía de filiación materna, 
la cual está condicionada a la circunstancia de ser desconocido el padre. 
Con ello se venía a aplicar una misma y única solución a los casos de 
filiación paterna no matrimonial, cuando el reconocimiento por parte del 
padre no fuese considerado válido por el Derecho marroquí, y a los 
supuestos de filiación matrimonial, cuando fuese el propio vínculo matri-
monial el no reconocido por tal Derecho.

VII. Sin embargo, este Centro Directivo en su más reciente Resolu-
ción de 5-4.ª de febrero de 2002 vuelve sobre sus pasos y, para los supues-
tos de filiación matrimonial, recupera de nuevo su doctrina anterior a 
1999, afirmando que no obstante la conclusión contraria a la que llegó la 
mencionada Resolución, «se impone ahora, de acuerdo con el conoci-
miento más exacto adquirido de la legislación marroquí, confirmar la 
doctrina anterior de la Dirección General, en el sentido de que el nacido 
fuera de Marruecos de padre marroquí, siendo su filiación matrimonial, 
tiene «de iure» desde su nacimiento la nacionalidad marroquí de su padre, 
con independencia de las dificultades «de facto» con que se encuentre (el 
interesado) en el Consulado marroquí para documentarse como nacional 
de este país y para que sea reconocido el matrimonio de su padre. No hay, 
por otra parte, dificultades insuperables en este caso para que sea recono-
cida en Marruecos la validez de un matrimonio civil celebrado en E. entre 
un marroquí musulmán y una cristiana». Pero nuevamente esta conclu-
sión es matizada respecto de los casos en que el matrimonio civil se haya 
celebrado entre dos marroquíes en E., al admitir la falta de eficacia del 
mismo para M. (cfr. Resolución de 16-8.ª de septiembre de 2002).

Alineándose con la citada Resolución de 5-4.ª de febrero de 2002, y 
extendiendo sus conclusiones al ámbito de la filiación paterna no matri-
     

(1) Reiterada en las de 23-4.ª de abril y 16-8.ª de septiembre de 2002.

monial, la más reciente de 26-1.ª de enero de 2004, niega la condición de 
español «iure soli» al nacido en E. hijo no matrimonial de padre marroquí 
y madre ecuatoriana. Esta misma doctrina debe ser ahora confirmada 
para el caso presente relativo a una niña nacida en E. hija no matrimonial 
de padre marroquí y de madre colombiana, doctrina que se reafirma a la 
vista de las modificaciones que ha introducido en el Código de Familia 
marroquí (Mudawana) en materia de filiación el Dahir n.º 1.04.22, de 3 de 
febrero de 2004, que promulga la Ley n.º 70.03, norma que necesariamente 
se ha de tomar en cuenta por razón de lo dispuesto por el artículo 9 n.º 1 
y 4 del Código civil que remiten la regulación de la determinación y conte-
nido de la filiación al estatuto personal del hijo.

Ahora bien, dado que, a su vez, al tratar de aplicar el artículo 17-1-c del 
Código civil se parte de una situación de potencial intervención subsidiaria
de la nacionalidad española a fin de evitar la, en su defecto, apatridia del 
menor, surge una situación paradójica caracterizada por un efecto de 
«doble espejo» entre los artículos 17-1-c y 9 n.º 1 y 4 del Código civil, en la 
que la nacionalidad y la filiación del menor son respectivamente cuestio-
nes previas la una respecto de la otra, sin que ninguna de la dos se pueda 
definir sin determinar antes la otra: el hijo es nacional marroquí si se esta-
blece su filiación respecto de un padre marroquí, pero para determinar 
esta filiación ha de hacerse aplicación del estatuto personal del hijo que, 
a su vez, se determina por la nacionalidad del mismo, nacionalidad que no 
puede afirmarse sin el «prius» de la filiación.

VIII. En una primera aproximación al tema, desde la perspectiva del 
Derecho Internacional Privado, se observa que el artículo 9 n.º 4 del 
Código civil adolece de una laguna legal por referirse sólo al carácter y 
contenido de la filiación pero no a su «determinación». Para subvenir a tal 
laguna, descartada la tesis de la «lex fori» por falta de soporte legal, la 
mayoría de la doctrina científica y la oficial de este Centro Directivo ha 
abogado por una aplicación analógica del propio artículo 9 n.º 4 citado 
(cfr. Resoluciones de 29 de abril de 1992 y 18 de septiembre de 1993, entre 
otras), tesis a la que más recientemente se ha sumado el Tribunal Supremo 
en su sentencia de 22 de marzo de 2000, lo cual supone acudir a la ley 
nacional del hijo, sometiendo a la misma los títulos de determinación y 
acreditación de la filiación, la regulación de los medios de prueba y de las 
acciones de impugnación y reclamación de la filiación.

IX. Cierto es que estando en cuestión la determinación sobre el 
efecto de transmisión de la nacionalidad en función del carácter matrimo-
nial o no matrimonial de la filiación, en atención a las diferencias sustan-
tivas entre ambos tipos que al respecto se desprenden de la legislación 
marroquí (conforme al art. 148 de la Mudawana la filiación ilegítima no 
produce ninguno de los efectos de la filiación legítima respecto al padre), 
y a la vista del principio de igualdad jurídica y proscripción de toda discri-
minación por razón de filiación que establecen los artículos 14 y 39 de 
nuestra Constitución, principios desarrollados legalmente en nuestro 
Ordenamiento desde la Ley 11/1981, de 13 de mayo, el reenvío que el artí-
culo 9 n.º 4 del Código hace a aquella legislación puede ser excepcionado 
aplicando el filtro constitucional a través de la cláusula del orden público 
internacional español, en línea con la Sentencia del Tribunal Constitucio-
nal 141/2000, de 29 de mayo, en la que se afirma que «el estatuto jurídico 
del menor es, sin duda, una norma de orden público, de inexcusable 
observancia para todos los poderes públicos» (Fundamento jurídico 5.º). 
El mismo Tribunal Constitucional ha hecho aplicación práctica de esta 
idea para rechazar la intervención de la ley extranjera que prohíbe las 
acciones de filiación del hijo, aplicando en su lugar sustitutivamente la 
Ley española, activando así la previsión del artículo 12 n.º 3 del Código 
civil (vid. Sentencia 7/1994, de 17 de enero). Igualmente actúa en tal direc-
ción la existencia de normas materiales imperativas en el Derecho espa-
ñol que limitan el alcance de las normas de conflicto antes vistas, como es 
el caso de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica 
del Menor, cuyo artículo 1 declara aplicable la Ley a todo menor de diecio-
cho años que se encuentre en E., sean estos nacionales o extranjeros.

La Ley española como Ley del foro es también la que resulta aplicable 
si se parte de la idea de que, por ser la filiación una cuestión previa y con-
dicionante de la de la nacionalidad del menor, la cuestión del estableci-
miento del vínculo filial se ha de resolver partiendo como premisa previa 
del carácter indeterminado de la nacionalidad del hijo, lo que supone 
aplicar como punto de conexión la residencia habitual de éste (cfr. arts. 9 
n.º 4 y n.º 10 C.c.), lo cual remite en el presente caso, como se ha dicho, a 
la ley española, que es la más estrechamente vinculada al supuesto de 
hecho (ley del foro, ley del nacimiento y de la residencia habitual de 
padres e hijo). Finalmente en este complejo proceso interpretativo, abun-
dando en la solución apuntada, se ha de ponderar de forma decisiva el 
principio del «favor filiationis», que igualmente aconseja aplicar la ley que 
reconoce el vínculo de filiación como vínculo jurídico resultante del 
hecho biológico de la procreación (ley española), descartando la ley que 
niega tal vínculo (ley marroquí).

X. Las conclusiones anteriores no quedarían desvirtuadas incluso si 
se considerase que la anterior aproximación metodológica al tema puede 
no ser la correcta cuando de lo que se trata es de examinar la cuestión de 
la determinación de la filiación como cuestión previa a la aplicación del 



BOE núm. 101 Viernes 28 abril 2006 16695

artículo 17-1-c del Código civil, pues si el resultado de la exclusión de la 
legislación extranjera fuera la de admitir el nexo filial a los efectos del 
Derecho español, arrastrando con ello la consecuencia, lógica desde la 
perspectiva de nuestro Ordenamiento, de la afirmación de la nacionalidad 
marroquí del hijo, el resultado final sería el del incumplimiento de la fina-
lidad de aquel precepto, esta es, la evitación de la apatridia, si paralela-
mente la misma conclusión sobre la nacionalidad del menor no fuese 
alcanzada, como obviamente no lo será por partir de la premisa de su 
inaplicación, por la legislación marroquí. Con ello se daría precisamente 
la situación de apatridia que se trataba de evitar. Desde esta perspectiva, 
para lograr la finalidad a que propende la norma se impondría admitir la 
excepción de la excepción, esto es, la inaplicación al caso de la cláusula 
del orden público, razón por la que procede el análisis del tema de la filia-
ción del menor desde la exclusiva perspectiva del Derecho marroquí.

Pues bien, resulta incuestionable que el Derecho marroquí asume el 
criterio de la transmisión de la nacionalidad «iure sanguinis» como regla 
preferente (vid. artículo 6 del Dahir n.º250-58-1 de 6 de septiembre de 
1958), si bien ello lo hace asumiendo el principio básico propio del Dere-
cho de familia islámico de que el parentesco se transmite por línea mas-
culina, razón por la cual la transmisión de la nacionalidad por vía materna 
se condiciona a que el padre sea desconocido. La legitimidad de la filia-
ción presupone, en consecuencia, la prueba de la consanguinidad del 
padre respecto del hijo.

La filiación se presume «iuris tantum» por la Ley cuando el hijo nace 
durante el matrimonio o en un determinado periodo de tiempo posterior 
a su disolución compatible con la presunción de que la concepción fue 
matrimonial (cfr. arts. 152 a 154 de la Mudawana). Esto viene a coincidir 
con el contenido de la información proporcionada por el Ministerio de 
Asuntos Exteriores y Cooperación del R. en nota verbal del año 1994, que 
vincula la prueba de la paternidad a la existencia de un matrimonio válido 
conforme a la legislación marroquí.

Pero tal afirmación, aislada de su contexto jurídico, supone a fecha 
actual incurrir en una suerte de «sinécdoque jurídica», tomando la parte 
por el todo, pues son medios legales para la determinación de la filiación 
paterna no sólo la presunción legal que se deriva del matrimonio, sino 
también el reconocimiento y la cohabitación (cfr. art. 152 de la Mudawana 
reformada), produciendo ésta los mismos efectos de prueba que el matri-
monio, y ostentando el hijo reconocido los mismos derechos y deberes 
que los hijos matrimoniales (cfr. arts. 157 de la Mudawana reformada). 
Esta nueva situación legal obliga a extender la solución dada al caso de la 
filiación paterna matrimonial a los casos de matrimonios civiles contraí-
dos en el extranjero (matrimonio que en España presupone la cohabita-
ción: art. 68 C.c.), y a los supuestos de filiación no matrimonial cuando 
quede acreditado el reconocimiento, válido para M., o la cohabitación. 
Hay que subrayar, en cuanto a los matrimonios contraídos por ciudada-
nos marroquíes fuera de M., que el nuevo Código de Familia marroquí 
admite su celebración en la forma local propia del país de la residencia 
habitual de aquellos, admitiendo, pues, el Derecho marroquí en la actuali-
dad en esta materia la regla «locus regit actum», sin perjuicio de la obliga-
ción de depositar una copia del acta matrimonial en el Consulado de M. 
correspondiente al lugar de celebración (cfr. arts. 14 y 15). Además, el 
artículo 157 del nuevo Código admite el establecimiento de la filiación 
también en los casos de matrimonios viciados o impugnables o incluso en 
el supuestos de las denominadas «relaciones por error» (vid. art. 152 
n.º 3).

XI. En cuanto a estos efectos probatorios de la filiación no matrimo-
nial, no puede obviarse el hecho de que la propia inscripción del naci-
miento en el Registro Civil español constituye prueba de la filiación (cfr. 
arts. 113 C.c., y 2 y 41 L.R.C.), de especial importancia cuando la inscrip-
ción ha sido promovida y practicada dentro del plazo legal (cfr. arts. 120 
n.º1 y 124 C.c.), siempre que no se aprecie imposibilidad biológica para la 
paternidad y que no se haya otra distinta acreditada (cfr. art. 113 «in fine» 
C.c.), y siempre que no existan motivos para dudar de la autenticidad de 
la declaración en base a la cual se ha practicado la inscripción del naci-
miento. La invocación en este punto de los citados preceptos del Ordena-
miento español se hacen no en calidad de reguladores del fondo del 
reconocimiento (al no haber cuestión en este caso sobre la necesidad de 
consentimientos complementarios o de otros posibles obstáculos lega-
les), aspecto en el que hay algunos antecedentes en la jurisprudencia 
registral no pacíficos desde el punto de vista de su aceptación por parte 
de la doctrina científica, sino en tanto que relativos a la «forma» del reco-
nocimiento, y por tanto amparados en su pertinencia «in casu» por las 
reglas del artículo 11 del Código civil (cfr. Resolución de 25 de marzo de 
1985). Finalmente ha de destacarse en esta materia la asunción del princi-
pio del «favor filiationis» por el Derecho marroquí, que sienta la presun-
ción de que «la filiación es legítima respecto del padre y de la madre salvo 
prueba en contrario» (vid. art. 143). Admitida, pues, la existencia de un 
vínculo filial entre el padre marroquí y su hijo, éste adquiere «de iure» por 
filiación desde su nacimiento la nacionalidad marroquí de su padre.

XII. Consiguientemente, como la finalidad del artículo 17-1-c del 
Código civil es evitar situaciones de apatridia originaria, que aquí no se 

 7631 RESOLUCIÓN de 20 de febrero de 2006, de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, en el recurso 
interpuesto contra auto dictado por Juez Encargado de 
Registro Civil, en expediente sobre denegación de nacio-
nalidad española con valor de simple presunción.

En el expediente sobre declaración con valor de simple presunción de 
la nacionalidad española remitido a este Centro en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el promotor, contra auto del Juez Encargado del 
Registro Civil de O.

Hechos

1. Por escrito presentado en el Registro Civil de O., Don M., nacido 
en T., el 10 de enero de 1953, solicitaba la nacionalidad española con valor 
de simple presunción, manifestando que ha estado en posesión de la 
nacionalidad española durante más de diez años y que vivió en territorio 
saharaui hasta el año 1976 y posteriormente en los campamentos de refu-
giados de A. Acompaña los siguientes documentos: Certificado expedido 
por la Dirección General de Policía, copia de la tarjeta de identidad y cer-
tificados del Ministerio de Trabajo.

2. Ratificado el promotor, se practicó información testifical coinci-
dente con las manifestaciones del interesado. El Ministerio Fiscal informa 
en sentido favorable. El Juez Encargado del Registro Civil dictó auto con 
fecha 4 de abril de 2005, denegando declarar con valor de simple presun-
ción la nacionalidad española, alegaba como razonamientos jurídicos que 
el promotor no acredita que residiere en territorio del Sahara en el tiempo 
en que estuvo en vigor el Real Decreto de 10 de agosto de 1976 según los 
documentos aportados, estimándose insuficiente la declaración testifi-
cal.

3. Notificado el interesado, este interpuso recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, manifestando que es titular de 
varios documentos que solo poseen los nacionales españolas y que desde 
su nacimiento no ha ostentado otra nacionalidad que la española y que en 
1976 no pudo optar porque su territorio fue ocupado por Marruecos 
teniendo que refugiarse en los Campamentos de Refugiados en el sur de 
Argelia.

4. Notificado el recurso al Ministerio Fiscal, éste desestima el mismo 
y confirma la resolución recurrida. El Juez Encargado del Registro Civil 
deniega la presunción de la nacionalidad española y remite el expediente 
a la Dirección General de los Registros y del Notariado.

Fundamentos de derecho

I. Vistos los artículos 18 del Código civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del Tribu-
nal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las Resoluciones, entre otras, de 
1-2.ª y 3.ª, 5-2.ª, 23-3.ª de junio; 13-2.ª, 14-1.ª, 15-2.ª de julio; 16-1.ª, 21-3.ª de 
septiembre; 15-2.ª, 16-1.ª de octubre; 11-1.ª y 2.ª, 12-4.ª, 16-3.ª de noviembre 
y 3-2.ª, 7-3.ª, 23-2 y 28-2.ª de diciembre de 2004; y 21-1.ª de enero, 3-1.ª; 4-4.ª 
de febrero, 2-4.ª, 4-3.ª, 5 y 14-3.ª de marzo, 15-3-.º de abril, 28 de mayo, 27-
3.ª de septiembre y 3-1.ª de octubre de 2005.

II. El interesado solicitó la declaración con valor de simple presun-
ción de su nacionalidad española, al haber nacido en T. y cumplir los 
requisitos establecidos. El Juez Encargado dictó auto disponiendo no 
haber lugar a la declaración solicitada.

III. Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española 
puede consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y 
sobre la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anu-
lado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente 
de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presun-
ción (cfr. art. 96-2.º L.R.C. y 338 R.R.C.), que decide en primera instancia 
el Encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 R.R.C.).

IV. En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste 
era posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino 

producen, no es posible declarar que el nacido ostenta la nacionalidad 
española, al estar basada la pretensión y el posterior recurso en un certi-
ficado consular que en modo alguno puede servir para fundamentarla ya 
que tan sólo recoge parcialmente la legislación marroquí sobre atribución 
de nacionalidad.

Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 10 de febrero de 2006.–La Directora general, Pilar Blanco-
Morales Limones. 


